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ACTUALIZACIÓN DE RENTAS EN ALQUILERES 

NOVEDAD 

INDICE DE GARANTÍA DE COMPETITIVAD 

Afectación en arrendamientos 

 

Mediante Real Decreto-Ley, se ha establecido una limitación en la actualización de la renta de 

aquellos arrendamientos de vivienda cuyo alquiler pueda ser actualizado durante los meses de 

abril a junio de 2022. 

Desde la entrada en vigor el 31 de marzo, del Real Decreto-Ley 6/2022, de 29 de marzo, por el 

que se adoptan medidas urgentes en el marco del Plan Nacional de respuesta a las 

consecuencias económicas y sociales de la guerra en Ucrania, se establecieron una serie de 

medidas en diversos ámbitos, como el industrial, el energético, en materia de transporte, 

laboral, económico e incluso en el ámbito arrendaticio. 

En su artículo 46 se regula un régimen de “limitación extraordinaria” para controlar el 

incremento de las rentas de los arrendamientos de vivienda que deban ser actualizadas entre el 

31 de marzo y el 30 de junio de este año. 

Este control se fundamenta en la concepción de “gran tenedor” estando el incremento limitado 

a la variación anual del Índice de Garantía de Competitividad, en determinados casos regulados 

por la propia norma. 

El propio Real Decreto, determina quién se considera gran tenedor y señala, que para ser 

considerado como tal se debe de cumplir una de las siguientes premisas: 

1. Ser titular de más de diez inmuebles urbanos; 

2. Ser titular de una superficie de uso residencial (sin incluir aparcamientos ni trasteros) 

construida mayor a 1.500 metros cuadrados. 

Este matiz es tan importante como para permitir que, en caso de aquellos que no sean 

considerados grandes tenedores, la actualización de la renta se haga por acuerdo de las partes, 

y solo en ausencia de este acuerdo se limitará a la variación anual del Índice de Garantía de 

Competitividad, lo que permite a los arrendadores poder beneficiarse al no ser considerados 

grandes tenedores. 

Por tanto, cuando el arrendador sea considerado gran tenedor, la actualización de la renta 

podrá ser pactada por las partes, siempre y cuando no supere la variación anual del Índice de 

Garantía de Competitividad, por lo que el límite afecta a todas aquellas personas físicas o 

jurídicas que superen los umbrales anteriormente mencionados, aunque solo tengan alquilado 

uno de esos inmuebles.  

Una vez definido y fijado qué personas físicas o jurídicas están obligadas a la revisión de la 

renta de contratos sujetos a este índice, debemos aclarar en qué consiste éste. 

Índice de Garantía de Competitividad: 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2022-4972
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El Organismo encargado de calcular y publicar este Índice de Garantía de Competitividad es  el 

Instituto Nacional de Estadística (INE),  y como se establece en el artículo 7.2 de la Ley 2/2015 

de 30 de marzo de desindexación de la economía española, que lo define como: 

“Una tasa de revisión de precios consistente con la recuperación de competitividad frente a la zona euro. 

Esa tasa será igual a la del Índice de Precios al Consumo Armonizado (IPCA) de la UEM menos una parte 

de la pérdida de competitividad acumulada por España desde 1999. Cuando la tasa de variación de este 

índice se sitúe por debajo de 0 por ciento, se tomará este valor como referencia, lo que equivaldría a la 

aplicación de la regla de no revisión. Cuando la tasa de variación de este índice supere el objetivo a medio 

plazo de inflación anual del Banco Central Europeo (2 %), se tomará este valor como referencia.” 

Es por tanto, un medio de control de mantenimiento de la competitividad, para evitar el 

incremento de los precios al consumo y así poder igualar las condiciones en España con el resto 

de la zona euro, de tal modo que siempre estará entre la franja entre el 0 % y el 2%. 

Es un valor de referencia que sirve para establecer cómo varían los precios a la hora de 

actualizar la renta, utilizado por la propia Ley de Arrendamientos Urbanos (LAU) como medida 

de actualización de renta en los casos en que arrendador y arrendatario pacten el incremento 

de la renta, pero no el mecanismo de actualización concreto (artículo 18.2 LAU). 

En los últimos meses el valor del IPC (según datos del propio INE) se ha ido incrementando de 

forma exponencial, de tal modo que su comparativa respecto al Índice de Garantía de 

Competitividad no deja lugar a dudas en cuanto a la conveniencia de cara al arrendatario de 

emplear este índice a la hora de fijar la actualización de la renta: 

Como se puede comprobar, a fecha de marzo 2022, la variación anual del Índice de Garantía 

de Competitividad se sitúa en el 2,02 %; El IPC, alcanza una tasa de variación del 9,8 % en 

marzo de 2022. 

Consecuencias de estas medidas extraordinarias en el mercado inmobiliario 

Hasta la entrada en vigor de este Real Decreto-Ley, era la Ley de Arrendamientos Urbanos la que 

permitía la actualización de la renta mediante pacto expreso entre arrendador y arrendatario. 

Así, el artículo 18 de la LAU señala que en cualquier caso el incremento que se produzca 

consecuencia de la actualización de la renta estará limitado a la variación porcentual 

experimentada por el Índice de Precios al Consumo en la fecha de cada actualización, tomando 

como referencia el último mes en que éste estuviera publicado. 

Esto supondría que todos aquellos alquileres de vivienda cuya renta debiera ser actualizada en 

los próximos meses, podrían verse sometidos a un incremento de casi el 10% de la renta 

establecida por contrato. 

Ejemplo:  

Teniendo en cuenta los datos ofrecidos por un conocido portal inmobiliario, la renta media de alquiler 

en España se sitúa en 1.158 €, lo que supondría en caso de aplicar las referencias establecidas en la LAU, 

un aumento de la renta mensual de, máximo, 113,48 €. 

Sin embargo, con este “Límite de Actualización”, la renta media de los arrendamientos de vivienda que 

deba ser actualizada en este trimestre estará limitada, para el caso de los grandes tenedores, al 

incremento máximo del 2,02 %, lo que supondría un aumento máximo de 23,39 €. 


